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La Carta de Tarifa
Declaración de los Defensores del Pueblo de España en defensa de 
niños y niñas extranjeros no acompañados
Los niños y niñas que migran solos son merecedores de una especial atención por su condición de 
menor y su situación de vulnerabilidad extrema. Una gran cantidad de ellos sufren violencia, malos 
tratos o son objeto de explotación de las mafias. Al trauma de estar separados de su familia se suma 
un sistema de tutela débil y lento, totalmente saturado y sin capacidad de respuesta, que defrauda las 
expectativas de crecimiento del menor.

La atención a personas menores de edad que, siendo nacionales de otros países o apátridas, llegan 
a España sin referentes familiares, se mueve entre dos lógicas que operan, en muchas ocasiones, de 
forma contradictoria. La lógica de las políticas migratorias actualmente imperantes, cuyo objetivo 
es limitar el número de llegadas de personas, especialmente de determinados perfiles; y la lógica 
de la protección y defensa de los derechos reconocidos a la infancia y adolescencia en situación de 
desprotección.

Nos enfrentamos a un fenómeno muy complejo por su heterogeneidad, por la especial vulnerabilidad de 
sus protagonistas, la complejidad de las respuestas, el entramado de administraciones que intervienen 
y por las repercusiones sociales que provoca. El sistema de protección de menores ha de atenderlos 
de manera integral y especializada, dadas las singulares necesidades que presentan.

Ante esta realidad, corresponde a las defensorías del pueblo garantizar que las actuaciones de las 
distintas administraciones, con responsabilidad en la atención a estos menores, respondan a su 
superior interés, primando, en todo caso, el enfoque de infancia respecto a la condición de inmigrante.

Con este objetivo, celebramos en octubre de 2019 la 34ª jornada anual de coordinación de las 
Defensorías.

Una oportunidad única para hacer un llamamiento sobre este fenómeno y poner el foco de atención 
en la realidad de estos menores, que ha concluido con una Declaración – la Carta de Tarifa-, donde las 
defensorías reivindican un enfoque unitario y uniforme para abordar la migración de estos menores, 
que permita caminar hacia un mundo inclusivo y abierto, ofreciendo sugerencias y recomendaciones 
sobre qué hacer, cómo hacerlo y quiénes, tanto desde su origen, como desde el momento en que se les 
identifica y hasta la implementación y acompañamiento de su proceso migratorio.

Reportaje fotográfico
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Porque no lo olvidemos: estos niños, niñas y adolescentes son menores hasta su mayoría de edad y, por 
tanto, han de ser objeto de protección. Sus motivaciones o el contexto del que provienen no pueden 
servir de excusa para construir respuestas jurídicas que subrayen la diferencia al considerar que su 
grado de autonomía para “elegir migrar” los hace diferentes a “nuestros niños” y, por tanto, menos 
merecedores de la protección que les otorga su condición de menores en situación de desamparo.
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DECLARACIÓN DE TARIFA

1. Exigimos que todas las decisiones que se adopten 
con los menores extranjeros no acompañados 
respondan al interés superior de los mismos, 
primando la condición de niños frente a la 
condición de extranjeros.

2. Instamos a los poderes públicos para que la 
atención a este colectivo se efectúe desde 
la perspectiva de protección a la infancia, 
cumpliendo con la normativa y pronunciamientos 
judiciales, y asumiendo las directrices del 
Comité de los Derechos del Niño, que abogan 
por la excelencia en el trato a la infancia más 
desfavorecida.

3. Recordamos que la especial vulnerabilidad de 
niños, niñas y adolescentes extranjeros sin 
referentes familiares víctimas de trata de seres 
humanos obliga necesariamente a los poderes 
públicos a incrementar y reforzar la protección 
de estos menores.

4. Recordamos la responsabilidad de la Unión 
Europea y de todas las administraciones 
públicas nacionales de establecer un sistema de 
protección garantista partiendo de los principios 
de racionalidad, eficacia, solidaridad y lealtad 
institucional.

5. Instamos a los poderes públicos a lograr la 
plena integración de los menores extranjeros 
no acompañados en nuestra sociedad mientras 
permanezcan en territorio español, otorgándoles 
la oportunidad de ser parte de ella de forma 
responsable.

6. Estamos convencidos que la presencia de menores 
extranjeros sin referentes familiares no es tanto una 
carga para los sistemas de protección sino que, por 
el contrario, supone una aportación de gran valor 
para el desarrollo de la sociedad de acogida.

7. Recordamos que es necesario cooperar y colaborar 
con los países de origen de estos menores para 
prevenir la inmigración insegura y garantizar que, 
en su caso, los procesos de repatriación por 
reagrupamiento familiar respondan siempre al 
interés superior de aquellos.

8. Demandamos de los poderes públicos un plan 
estratégico nacional de atención a menores 
extranjeros no acompañados, que asegure 
la protección de estos niños, adolescentes y 
jóvenes y que valore la necesidad de atenderlos 
de una manera coordinada, solidaria, ordenada y 
responsable entre los territorios.

9. Demandamos la elaboración de planes de 
atención a jóvenes extutelados para evitar que su 
protección quede interrumpida automáticamente 
al alcanzar la mayoría de edad, y puedan caer en 
la marginación y exclusión social.

10. Nos pronunciamos expresamente contra la 
criminalización de los adolescentes y jóvenes 
extranjeros no acompañados, y exigimos una 
reacción pronta de las administraciones para que 
sus derechos fundamentales sean respetados, 
a la vez que una mayor sensibilización de los 
medios de comunicación, entidades públicas, 
privadas y ciudadanía en general, para no 
alentar su estigmatización y alarma social con 
informaciones falsas y tendenciosas.
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Derecho a una buena administración
“Malamente estamos”
“Se produce mala administración cuando un organismo no obra de acuerdo con las normas o principios 
a los que debe estar sujeto”. Informe del Defensor del Pueblo Europeo 1997.

La buena administración pública es un derecho fundamental de la ciudadanía y, también, un principio de 
actuación administrativa. Los ciudadanos tienen derecho a exigir determinados patrones o estándares 
en el funcionamiento de la Administración. Y la Administración está obligada, en toda democracia, a 
distinguirse en su actuación cotidiana por su servicio objetivo al interés general1.

La Constitución española de 1978 señala en su artículo 9.2: Corresponde a los poderes públicos 
promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se 
integra sean reales y efectivas y remover los obstáculos que impiden o dificulten su plenitud y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. En palabras 
de Jesús Maeztu, Defensor del Pueblo Andaluz, los poderes públicos deben de remover los obstáculos 
que impiden a las personas ser felices.

Nuestro Estatuto de Autonomía también plasma este derecho en su artículo 31: <<Se garantiza el 
derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, que comprende el derecho 
de todos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, a 
participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y 
a que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así 
como a acceder a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos 
públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca>>.

La buena Administración pública tiene por tanto que estar comprometida con la mejora real de las 
condiciones de vida de las personas, con los problemas de la gente y procurar buscar la mejora 
permanente e integral de las condiciones de vida de las personas.

En Andalucía nos encontramos con graves problemas sociales que solucionar: según el Informe sobre 
el estado de la pobreza en Andalucía 20192 , el 38,2% de la población se encuentra en riesgo de 

1 Rodríguez Arana, Jaime: La buena administración como principio y como derecho fundamental en Europa. Misión 
Jurídica. Revista de Derecho y Ciencias Sociales. Bogotá. 2013.

2 Red Andaluz de Lucha contra la pobreza y exclusión social: Radiografía de la Pobreza en Andalucía 2019. 
La pobreza olvidada.

Enlace al capítulo 3 del Informe Anual (Oficina de Información y Atención 
Ciudadana)

Fotos: Visita Ronda 2 y visitaMoron, entre otras guardadas como “visita...”
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pobreza y/o exclusión social; el 18% de la 
población menor de 60 años viven en hogares 
con baja intensidad de empleo y más de 
560.000 personas reciben una pensión cuyo 
importe es inferior al mínimo considerado 
para no ser pobre.

Ante la situación de crisis, la falta de 
empleo, exclusión social, falta de vivienda, 
etcétera, se articulan una serie de derechos 
y procedimientos administrativos de 
protección social: sistemas autonómicos de 
rentas mínimas; prestaciones de jubilación 
e invalidez no contributivas; ayudas a la 
vivienda, etcétera.

El pasado siete de febrero el Relator Especial 
de la ONU sobre la extrema pobreza y los 
derechos humanos, Philip Alston, señaló en 
una comparecencia que “España les está 
fallando por completo a las personas que 
viven en la pobreza, cuya situación ahora 
se encuentra entre las peores de la Unión 
Europea”.3

El artículo 41 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía establece que “corresponde al 
Defensor o Defensora del Pueblo Andaluz 
velar por la defensa de los derechos” y 
el artículo 128, que “podrá supervisar la 
actividad de las Administraciones públicas de 
Andalucía, dando cuenta al Parlamento”.

Como Oficina de Información y Atención 
Ciudadana, son constantes las consultas y 

3 https://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=25534&LangID=S
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reclamaciones que nos llegan trasladando las demoras en que incurren las Administraciones públicas 
andaluzas para la resolución de estos procedimientos, denunciando que tras haber trascurrido un 
tiempo excesivo, a veces, más de un año, siguen sin resolverse sus peticiones. (Así nos ocurre, por 
ejemplo, en el reconocimiento de las pensiones no contributivas, renta mínima de inserción social, 
ayudas al alquiler, reconocimientos de grado de discapacidad, títulos de familia numerosa, prestaciones 
de dependencia, etc.)

Este retraso supone un manifiesto incumplimiento de las normas legales y reglamentarias que están 
obligadas a observar en su actuación dichas administraciones y afectan a los derechos que tienen 
reconocidos la ciudadanía a una buena administración.

Los ciudadanos se sienten abandonados: un gaditano nos envía el siguiente mensaje: “No entiendo 
cómo desde 2018 no sabemos nada de estas ayudas...(ayudas de alquiler), tampoco entiendo cómo 
una normativa en la que se especifica que hay un plazo de seis meses, tampoco se cumpla...queremos 
una solución ya y que nos den una respuesta, este tipo de cosas son las que nos hacen no creer en el 
sistema que tenemos en la Junta de Andalucía, si esto es el Defensor del Pueblo Andaluz, pido que nos 
den una solución pronto, ya que los plazos ya los han superado en un año y aún no sabemos nada”.

A ese hombre, a esa mujer, son a los que el Defensor del Pueblo Andaluz se debe para conseguir 
garantizar sus derechos y libertades y que la Administración sirva con objetividad los intereses generales 
y actúe de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

Porque es nuestro deber defender y velar por las personas en situación de vulnerabilidad, que 
no se caigan al suelo y rompan como cristales, como dice la canción “Malamente”, de Rosalía, 
“ese cristalito roto, yo sentí cómo crujía. Antes de caerse al suelo, ya sabía que se rompía”.

En este trabajo pondremos todo nuestro empeño.
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